FORMULA DENUNCIA  

Señor Juez:



Alicia Beatriz PIERINI, Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, y Atilio Domingo ALIMENA, Defensor Adjunto de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, con domicilio legal en Venezuela 842 de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde también le constituyen a los efectos de este proceso conjuntamente con el letrado que los patrocina, Dr. Mario Fernando Ganora, Tº 36 Fº 227 C.P.AC.F., a  V.S. digo que:



I.- REPRESENTACION  Y  OBJETO:



Los suscriptos desempeñan el cargo indicado por designación de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires conforme resolución nro 668-LCBA/09 de fecha 12 de febrero de 2009 que fue publicada en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el 20 de febrero de 2009  (se acompaña documentación letra "A").



Para el caso hipotético de desconocimiento de nuestra titularidad, solicitamos desde ya se oficie a la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, para su certificación.



En el carácter invocado venimos a formular denuncia por los delitos previstos y reprimidos en los arts. 55 de la ley 24.051, 205 y 248 del Código Penal de la Nación en concurso real entre sí (art. 55 C.P.),  contra el responsable funcional del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, con domicilio en Sarmiento 329 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires;  el Jefe de la Policía Federal Argentina, Crio. Gral. don Néstor Jorge Vallecca con domicilio en Moreno 1550, contra los Jefes de las Dependencias Policiales con jurisdicción en las playas de depósitos de automotor denunciadas,  como así contra el titular de la División Delitos Ecológicos de la Policía Federal Argentina, como aquellas autoridades  pertenecientes a las fuerzas de seguridad dependientes del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación que tengan en su jurisdicción, depósitos de automóviles, que pudieran ser responsables en carácter de autor, cómplice o encubridor por los hechos que a continuación se describen. 



Asimismo esta acción persigue que se obligue a los denunciados a que cesen de contaminar el ambiente de esta Ciudad y de infringir las normas tendientes a la evitación de una epidemia, en este caso el dengue, poniendo en peligro la salud pública mediante el mantenimiento de depósitos de automóviles que son objeto de medidas de secuestro y que están a cargo de la Policía Federal Argentina y demás fuerzas de seguridad. 

                 Actuamos así en cumplimiento de la obligación legal de denunciar los hechos presuntamente delictivos de los que tengamos conocimiento con motivo u ocasión de nuestra función (arts. 177 inc. 1° C.P.P.N.,  277 inc. d) C.P. y 34 de la Ley n° 3 de la Ciudad de Buenos Aires) y de defender y proteger los derechos e intereses individuales, colectivos y difusos tutelados en la Constitución Nacional, la Constitución de Buenos Aires y las leyes respectivas (Art. 137, 2do. y 3er. párrafo; art. 14, 2do. párrafo, art. 46, Constitución de la Ciudad; art. 41 y 43 Constitución Nacional; art. 23 y conc. Ley 3 de la Ciudad de Buenos Aires), frente -en este caso-, a la autoridad nacional de quien depende la fuerza de seguridad que tiene a su cargo los referidos depósitos.



III.-LEGITIMACION PASIVA:


La presente denuncia va dirigida contra los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, ya que en materia de los referidos depósitos de automotores son los órganos directamente responsables, sea por acción o por omisión impropia, de los actos manifiestamente ilegales e inconstitucionales que perjudican al ambiente y a la salud de los habitantes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. El análisis de la normativa vigente en la materia no permite dudar de lo afirmado. 

           En efecto, la ley 26.348 y el Decreto nº 993/2008 constituyen la normativa que rige en materia de automotores abandonados, perdidos, decomisados o secuestrados, cuyo dominio corresponde al Estado Nacional o a los Estados Provinciales. La ley 26.348 modificó la ley 20.785 que regula el procedimiento a seguir con los bienes objeto de secuestro. El Decreto  n° 993/2008, reglamentario de la ley 26.348, designó  al MINISTERIO DE JUSTICIA, SEGURIDAD Y DERECHOS HUMANOS como autoridad de aplicación de la Ley Nº 26.348 y del artículo 10 ter de la Ley Nº 20.785 y sus modificatorias, facultando al citado Ministerio para dictar las normas y procedimientos técnicos para la descontaminación, compactación, depósito, custodia y disposición de los automotores a los que se refiere la normativa reseñada, así como toda otra medida que resulte necesaria para su debida implementación. También dispuso (art. 2) que la Autoridad de Aplicación podrá disponer la entrega a título gratuito, a entidades de bien público, de los automotores, en calidad de chatarra. 

             Según la Resolución 2636/2008 del Ministerio de Justicia, seguridad y Derechos Humanos quedó determinado que la aplicación de las previsiones establecidas en la Ley Nº 26.348, el artículo 10 ter de la Ley Nº 20.785 y normas que los reglamenten, se centralizará en la Subsecretaria de Seguridad Ciudadana de la Secretaría de Seguridad Interior. A su vez se instruyó a la referida SUBSECRETARIA DE SEGURIDAD CIUDADANA para la elaboración de las normas referidas a los procedimientos técnicos y administrativos para la descontaminación y disposición final como chatarra, de los automotores, moto-vehículos, otros rodados y sus partes, que se encuentren bajo custodia de las fuerzas policiales y de seguridad de la Nación dependientes de este Ministerio, las que deberán ser elevadas para su aprobación por el Señor Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación. También se instruyó a la POLICIA FEDERAL ARGENTINA, GENDARMERIA NACIONAL, PREFECTURA NAVAL ARGENTINA, y POLICIA DE SEGURIDAD AEROPORTUARIA para que en el término de QUINCE (15) días a partir de la entrada en vigencia de la mencionada Resolución  eleven a la SUBSECRETARIA DE SEGURIDAD CIUDADANA, el listado actualizado de automotores, moto-vehículos, otros rodados y sus partes, individualizados por unidad, formándose legajo de cada uno de los bienes que posee en custodia por causas judiciales y que se encuentren depositados en sus respectivas jurisdicciones, comprendidos en los términos de la Ley Nº 26.348. Por último también se dieron instrucciones a la DIRECCION NACIONAL DE LOS REGISTROS DE LA PROPIEDAD AUTOMOTOR Y CREDITO PRENDARIO, para que dentro de los TREINTA (30) días posteriores a la entrada en vigencia de la mencionada Resolución, dicte la normativa pertinente a fin de adecuar la misma a la implementación de la Ley Nº 26.348 y su reglamentación. 

                  La ley 25761 y su reglamentación rigen para todas las personas físicas o jurídicas que procedan al desarmado de un automotor de su propiedad o de un tercero, y para aquellas cuya actividad principal, secundaria o accesoria, sea la comercialización de repuestos usados para automotores. Esta ley tiene como autoridad de aplicación al Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos (art. 1º Dec. 744/2004). 
      Por lo demás recordemos que  todas las fuerzas de seguridad que operan en la Ciudad de Buenos Aires son hasta la fecha federales y dependen legalmente del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación. Estas son: 

· Policía Federal Argentina  que es una institución de seguridad pública que cumple funciones de policía de seguridad y judicial en la Capital Federal con exclusión de la zona portuaria (arts. 1,12, 13 y 14 de la ley 17.711).  

· Gendarmería Nacional que es una fuerza de seguridad militarizada, estructurada para actuar en las zonas fronterizas nacionales y demás lugares que se determinen al efecto y que cumple funciones de policía de seguridad y judicial en el fuero federal; de policía auxiliar aduanera, de migraciones y sanitaria, donde haya autoridad establecida por las respectivas administraciones y dentro de las horas habilitadas por ellas; de policía de prevención y represión del contrabando, migraciones clandestinas e infracciones sanitarias y que tiene, entre otras cosas la función de intervenir para reprimir la alteración del orden público, o cuando éste se vea subvertido, o cuya magnitud sobrepase las posibilidades de control de las fuerzas policiales, o cuando adquiera las características de guerrillas, en cualesquiera de sus formas (arts. 1, 2, 3, 4 y 5 de la ley 17.711). 

· Prefectura Naval Argentina que es una policía de seguridad, estructurada para actuar en el litoral marítimo, fluvial, lacustre y otras vías navegables, puertos y lugares que se determinen al efecto entre las que se encuentra específicamente la zona portuaria. La Prefectura cumple también las funciones de policía de seguridad y judicial en los delitos de competencia federal, de policía de seguridad de la navegación y de cumplimiento de convenios internacionales sobre navegación, de policía de seguridad y judicial en las aguas navegables y puertos nacionales; de policía auxiliar aduanera, de migraciones y sanitaria, donde haya autoridad o puestos establecidos por las respectivas administraciones, dentro de las horas habilitadas por ellas, de policía de prevención y represión del contrabando, de migraciones y sanitaria e interviene en el restablecimiento del orden y tranquilidad pública fuera de su jurisdicción cuando así lo disponga el Poder Ejecutivo. El Poder Ejecutivo puede asignarle cualquier  otra función conforme a su misión y capacidades (arts. 1, 7, 8, 9 y 10 de la ley 17.711). 

· Policía de Seguridad Aeroportuaria que cumple sus funciones en aeropuertos y aeródromos del Sistema Nacional de Aeropuertos, de acuerdo a la jurisdicción y competencia establecida en la ley de Seguridad Aeroportuaria (arts. 1 y 16 de la ley 17.711). Se trata de una fuerza de seguridad militarizada que ejerce funciones de poder de policía en el aeroespacio y el servicio de policía de seguridad y judicial en la jurisdicción territorial mencionada, vale decir, en el aeroespacio, en las aeronaves, aeródromos, pistas de aterrizaje e instalaciones terrestres radicadas en los mismos o que sirvan de apoyo a las operaciones aeroespaciales, en lo que no afecta a la jurisdicción militar,  y en los casos de infracciones de competencia federal que comprometan el empleo del medio aéreo o la seguridad de la aeronavegación (arts. 2, 3 y 4 de la ley 21.521).

· Servicio Penitenciario Federal es una fuerza de seguridad de la Nación destinada a la custodia y guarda de los procesados, y a la ejecución de las sanciones penales privativas de libertad, de acuerdo con las disposiciones legales y reglamentarias en vigor. Entre sus funciones está la de Intervenir en todos los casos de delitos que ocurran en el ámbito en que el Servicio Penitenciario Federal ejerza sus funciones, con los deberes y derechos que a la Policía Federal otorga el Código de Procedimiento en lo Criminal de la Capital Federal (arts.1, 2 y 3 de la ley 20.416). 

        Por lo tanto, la responsabilidad institucional por el funcionamiento de los depósitos de vehículos objeto de secuestro en las diferentes causas, sin importar cuál  sea la fuerza de seguridad  que actuó como preventora o la que esté encargada de su custodia, corresponde,  sin lugar a dudas,   al mencionado Ministerio del Poder Ejecutivo Nacional.

Cabe destacar, por último, que de esta cartera del Poder Ejecutivo Nacional, además, depende el Registro Nacional de la Propiedad Automotor (art. 7 del Dec.-Ley 6582/58  y 1 del Dec. 335/58 reglamentario del primero).  Debe recordarse que el Registro Nacional de la Propiedad Automotor también tiene la facultad de secuestrar y mantener en depósito los rodados en virtud del art. 27 del Dec. Ley  6582/58. 

Sin perjuicio de todo ello, los funcionarios de la Policía Federal Argentina no pueden excusar su eventual responsabilidad penal invocando la obediencia jerárquica (art. 34 inc. 5 C.P.) frente a los hechos que constituyen la materia de la presente denuncia.



 IV. HECHOS FUNDANTES DE LA DENUNCIA. 


             IV. 1. La naturaleza del problema y la intervención de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

                         Es un hecho público y notorio que los vehículos automotor bajo instancia judicial y a resguardo de la Policía Federal Argentina, ocupan en la Ciudad el espacio público frente a Comisarías o bien predios donde son depositados al aire libre, generando esta situación una grave afectación ambiental como resultado del incumplimiento de las leyes nacionales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, vigentes a los efectos. 


               Dicha situación no sólo genera un daño al ambiente, sino que además, está afectando directamente la salud de las personas que habitan en la Ciudad o transitan por ella dada la existencia en nuestro país de una grave epidemia que aún está lejos de ser controlada. En efecto, la información difundida por el Ministerio de Salud de la Nación, tal como lo expresa la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable
,  permite inferir que la acumulación de los vehículos en cuestión, en su gran mayoría “chatarra”, es un propicio, por no decir perfecto, reservorio para la proliferación de larvas de mosquitos, en particular la especie Aedes Aegipty (vector del virus del dengue).



    Desde hace ya mucho tiempo la problemática objeto de análisis motivó el dictado de diversas Resoluciones por parte de la Defensoría del Pueblo, que, apuntando tanto a la cuestión de la protección ambiental como al peligro de la propagación de diferentes enfermedades infecciosas,   recomendaron a la Policía Federal Argentina la desactivación y descontaminación de los predios donde se acumulan los vehículos. Cabe destacar que dicha Institución, dependiente del Ministerio del Interior hasta el mes de diciembre de 2007 y actualmente en la órbita del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, mantuvo a nivel Ministerial la conducción del mismo funcionario de gobierno.



      Pese a que la Defensoría del Pueblo de la Ciudad viene alertando y reclamando acerca de la importancia de erradicar estos focos de contaminación, que constituyen un peligro real y concreto para la salud de los ciudadanos, no se ha obtenido, hasta el momento, ninguna solución real y concreta a la problemática planteada. Por el contrario, proliferan las normas y discursos mientras que se agrava la situación de hecho. Así, la divergencia entre los mundos del ser y del deber  ser, es cada vez mayor hasta el punto que se podría pensar que el dictado de normas no es más que una maniobra para ocultar la falta de voluntad real de mejorar las condiciones de vida de la población. Resulta especialmente incomprensible este estado de las cosas si consideramos que quien ejerce la custodia de los vehículos en cuestión, Policía Federal Argentina, conduce y coordina el Departamento Delitos Ambientales en la órbita del Estado Nacional y el mismo del que depende es a su vez  el que alberga el área federal de Derechos Humanos. 

                   Las interminables y estériles discusiones entre el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en cuanto a las responsabilidades y obligaciones al respecto, sólo han motivado que a lo largo de los años esta Defensoría del Pueblo haya debido emitir un extenso rosario de recomendaciones, que resultaron inocuas. Mientras tanto se han profundizado los perjuicios a la salud y calidad de vida de quienes habitan o transitan en las proximidades de las áreas referenciadas; sin que el Estado Nacional asuma el pasivo ambiental que ha generado en el espacio que ocupa, y menos aún que adopte seriamente previsiones para discontinuar la actividad perjudicial al ambiente. 


                        Debemos señalar que esta cuestión ha sido específicamente abordada por la legislación ambiental de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En efecto, la ley declaró la peligrosidad de los vehículos abandonados, ordenó su remoción, descontaminación, compactación y eliminación. Así, de acuerdo con el art. 1º de la ley 342 de la Ciudad : “Los vehículos automotores o sus partes que sean hallados en lugares de dominio público en estado de deterioro y/o inmovilidad y/o abandono implican un peligro para la salud o la seguridad pública o el medio ambiente y quedan sujetos al procedimiento establecido en la presente Ley. (Conforme texto Art. 1º de la Ley Nº 1200, B.O. Nº 1852 del 07/01/2007, modificatoria de la ley 342). Según la CLAUSULA TRANSITORIA de la referida ley :” Aquellos vehículos y/o sus partes que, al momento de la entrada en vigencia de la presente Ley, por haberse encontrado abandonados, hubieren sido remitidos y se hallaren depositados en playones, galpones y cualquier otra dependencia existente a tales fines, en el ámbito de la Ciudad, serán sometidos al procedimiento previsto en el artículo 8º.” Dice el mencionado art. 8º que “Una vez producida la compactación, el Gobierno de la Ciudad dispondrá de la chatarra, del producido del desguace y de la descontaminación en su totalidad, enajenándola conforme lo establecido por el artículo 55º del Decreto Ley Nº 23.354/56, ratificado por Ley Nº 14.467, o bien puede entregarla como contraprestación de otros bienes o servicios”
          Sin embargo, esta legislación no logra controlar el proceso de contaminación que se genera a partir de la actividad del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos del Poder Ejecutivo Nacional.  La situación planteada no sólo constituye una evidente violación a los derechos y garantías constitucionales, dado que la flagrancia resulta mayúscula e incomprensible al ser el Estado Nacional, quien ha violado la legislación que debe hacer cumplir, generando la situación que hoy afecta a la ciudadanía. A los fines de precisar la cuestión de los hechos que sirven de fundamento de la presente procederé a referir el contenido de las Actuaciones labradas en la Defensoría del Pueblo, las que, por supuesto ofrezco como prueba documental de lo afirmado: 
                       a) Actuación 8020/02 relativa al depósito de automotores sito en el predio ubicado en la calle Manuel J.  Samperio al 1000.



  En la calle Manuel J. Samperio altura 1000, entre General Hornos y Herrera, sobre ambas manos existen dos amplios predios con cerco y portones de alambre tejido desde donde se pueden visualizar dos casillas de seguridad y en cada terreno la existencia de una gran cantidad de vehículos abandonados, algunos de ellos apilados y la mayoría numerados con pintura blanca y fajas de interdicción. Dichos predios se hallan bajo la jurisdicción de la Seccional nº 26 de la Policía Federal Argentina con carácter de “playa judicial”, donde se retienen vehículos sometidos a causas judiciales. Mediante oficio remitido con fecha 20 de noviembre de 2002 a la Policía Federal Argentina se solicitó a dicha fuerza de seguridad que informara sobre la existencia de proyectos o medidas destinadas a erradicar el depósito en cuestión. El 12 de diciembre de 2002 la Superintendencia de Asesoría Institucional dependiente de la Policía Federal Argentina informó, según constancias obrantes a fs. 12 de la mencionada Actuación de la Defensoría del Pueblo, que “...en el ámbito de esta institución no existen proyectos ni medidas tendientes a lograr la reubicación del depósito referido”. El mencionado depósito continúa funcionando hasta la fecha de la interposición de la presente denuncia en las mismas condiciones, o mejor dicho en peores condiciones, por cuanto se ha incrementado sustancialmente con el paso del tiempo el número y el deterioro de los automotores.




Eran y son numerosas las quejas vecinales que dan cuenta de la permanencia de dicho cementerio de autos en el sector aludido no sólo en lo concerniente a la higiene, seguridad y estética urbanas sino, además, a las cuestiones relativas a la afectación de la salud.  En este sentido queremos señalar  que, antes de la epidemia de dengue, la Defensoría del Pueblo de la Ciudad le había advertido a la Policía Federal el riesgo que significaba la presencia de ese depósito para la propagación de la leptospirosis. En efecto, ante un caso similar de depósito de vehículos, había sido demostrada en el marco de una investigación realizada por la Defensoría la presencia de leptospirosis en una persona que falleció debido a la infección producida por roedores que merodeaban la zona aledaña a la Villa 31 de Lugano provenientes de un cementerio de vehículos en dicha zona.




Fue así que en el marco de la Resolución n° 1410/03, dictada el 3 de abril de 2003 se dispuso “4) Recomendar al Jefe de la Policía Federal Argentina disponga la erradicación total del depósito de rodados en el predio de referencia, ejecutando las medidas necesarias a fin de descontaminar el mismo, disponiendo asimismo las medidas pertinentes a los efectos de ocuparse y garantizar la situación sanitaria de los agentes de policía que cumplieron o cumplen funciones en el lugar”.



Esta recomendación, a pesar de los fundamentos jurídicos que invocó, no fue atendida ya que el depósito continuó y continúa acumulando vehículos.



b) Actuación nº 2109/02 relativo a la instalación de un “cementerio de automóviles” en la calle Martínez Castro entre José Barros Pazos y Avda. Francisco Fernández de la Cruz.



El 20 de noviembre de 1981, el entonces Intendente de la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, designado por la dictadura a cargo, suscribió con el Jefe de la Policía Federal Argentina un boleto de compraventa respecto de varios inmuebles. Entre estos se encontraba el predio constituido por una fracción de terreno comprendida entre las vías del ferrocarril General Belgrano, Avenida Escalada, Avenida General Francisco Fernández de la Cruz, virtual prolongación de la calle Pola, calles Unanué y Miralla. Tiene una superficie aproximada de 295.109,25 metros cuadrados y le corresponde la Nomenclatura Catastral :Circunscripción 1ra., sección 66, manzana 30 A. De este predio una superficie de aproximadamente 173.174,33 metros cuadrados se encuentra ocupada por grupos de familias que conforman la Villa 20, Quedó bajo la ocupación efectiva  y real de la Policía Federal Argentina una fracción de aproximadamente 122.000 metros cuadrados.  En dicho lugar funciona el depósito de vehículos mencionado. Este depósito constituye un foco de peligro para los habitantes de la llamada Villa 20, situación que fue reconocida tanto por las autoridades del Gobierno de la Ciudad como del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos.

                       La Actuación nº 2109/02 de la Defensoría del Pueblo fue iniciada por el Grupo Comunitario Luz Verde, una organización no gubernamental  que denunció en la instalación de un “cementerio de automóviles” en la calle Martínez Castro entre José Barros Pazos y Avda. Francisco Fernández de la Cruz.



  Personal de la Defensoría se apersonó en el predio y luego de realizar las verificaciones del caso procedió a informar que  “Sobre la Avda. Gral. Francisco Fernández de la Cruz 2655 ... existe un depósito de automóviles (abandonados) de la Policía Federal”.



     Esta constatación determinó el dictado de la Resolución 2545/03 el 21 de mayo de 2003 que dispuso “1) Recomendar al señor Jefe de la Policía Federal Argentina arbitre los medios necesarios para retirar el depósito de automóviles sito en Avda. General Francisco Fernández de la Cruz 2655, informando a esta Defensoría del Pueblo el resultado de la gestión”.



     Demás está decir que esta recomendación no fue aceptada ni mucho menos y todo continúa como estaba, o como ya he dicho más arriba, empeorándose por el aumento del número y del deterioro de los vehículos. 

                          La Defensoría del Pueblo, a través de diversas recomendaciones
, alertó al Ejecutivo local sobre la situación de riesgo y daño progresivo a los que se encuentran expuestos los habitantes de esa villa de emergencia como consecuencia del emplazamiento de la Playa General Fernández de la Cruz, en un predio lindante a ese asentamiento poblacional. En dichas recomendaciones se requirió al Ejecutivo local arbitre los medios necesarios a fin de erradicar -de modo inmediato- esa playa policial y proceda al desguace, compactación y disposición de la chatarra, de conformidad con la normativa vigente en la materia.



    Las Resoluciones de esta Defensoría del Pueblo no tuvieron los resultados buscados y la playa continúa albergando, hasta la actualidad, toneladas de chatarra tóxica. Sin embargo, los riesgos alertados resultaron probados por diversos estudios de detección de contaminación y/o intoxicación por plomo -realizados por la Coordinación Salud Ambiental y el Centro de Salud y Acción Comunitaria nº 18, dependientes ambos del Ministerio de Salud del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires- a los niños de la citada villa de emergencia que detectaron niveles anormales de plomo en sangre en los niños evaluados. En ese sentido, el último de los estudios realizados
 -en el mes de diciembre de 2007
- informó que, sobre un universo de cincuenta y nueve (59) niños alojados en los predios lindantes al “cementerio” de automóviles de la Villa 20, el 35,5% de los niños evaluados presentan valores de plombemia en sangre iguales o mayores a 10 ug
.





El informe da cuenta, asimismo, de la detección de trastornos madurativos evidentes en la población infantil analizada, así como de otras sintomatologías susceptibles de asociarse a intoxicación por plomo (anorexia -en el 38% de los casos evaluados-; infecciones respiratorias frecuentes -37%-; dolor abdominal recurrente -23%-; cefaleas reiteradas -22%-; diarreas -20%-; entre otras).





En mérito a las denuncias oportunamente efectuadas por esta Defensoría del Pueblo, el Cuerpo Legislativo local, con fecha 22 de mayo de 2008, sancionó la Ley nº 2724 por la cual se declara la emergencia ambiental, sanitaria y de infraestructura de la Villa 20. La norma compele al Poder Ejecutivo a realizar estudios de evaluación y remediación del suelo de la Playa General Fernández de la Cruz y la adecuación de la infraestructura y de los servicios que resulten necesarios y procedentes para la urbanización del asentamiento. También otorga un plazo de 180 días a fin que el Ejecutivo realice estudios epidemiológicos que informen adecuadamente la situación sanitaria de la población de la Villa 20 y que permitan individualizar las enfermedades que guarden relación directa con la contaminación ambiental, establecer el número real de afectados y diseñar estrategias adecuadas de abordaje. Por último, la norma pone en cabeza del Ejecutivo local la obligación de gestionar la remoción, descontaminación, compactación y disposición en calidad de chatarra de los vehículos depositados en el predio
.



     El 16 de noviembre de 2007 se celebró el “COMPROMISO PARA LA URBANIZACIÓN DE LA VILLA 20” y el “CONVENIO DE REGULARIZACIÓN” entre el entonces Ministro del Interior, Cdor. Aníbal Domingo Fernández en representación del Gobierno Nacional, y el señor Jefe de Gobierno de la Ciudad, Don Jorge Alberto Telerman (fs. 49/57 y 58/65 de la Actuación nº 2017/09). En dichos instrumentos se dejó sin efecto el boleto de compraventa entre el Gobierno local y el Gobierno Nacional respecto del predio mencionado a fin de que la Ciudad pudiera urbanizar la Villa 20 ya que como reconocieron ambos gobiernos los habitantes de esta Villa se encuentran en condiciones de habitabilidad precaria y de alto riesgo social y se necesita la totalidad de los terrenos para la realización de las obras.  Como contrapartida el Gobierno de la Ciudad le entrega a la Policía Federal la tenencia precaria y se obliga a la transferencia de dominio de dos inmuebles ubicados en Pergamino y Avda 27 de Febrero, donde funciona la Playa Almirante Brown, y otro en San Pedrito y Ferré, donde opera la Playa Espora, a fin de que pueda desplazar la playa de depósito y vehículos. El Gobierno de la Ciudad también se comprometió a realizar mejoras en ambos predios cedidos a fin de aumentar su capacidad y a evitar la contaminación. 



    No obstante estos acuerdos, no se ha producido el desplazamiento del depósito de vehículos de la Policía Federal y por lo tanto se mantiene y agrava la situación de los habitantes de la Villa 20 por cuanto no se pueden llevar a cabo las obras de urbanización.   

                          Queremos destacar que, además, el caso tiene ribetes de gravedad institucional. En efecto,  en el caso “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo)”, la Corte Suprema de Justicia de la Nación expresó en el fallo resolutorio: “...3.- Disponer que el Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires son igualmente responsables en modo concurrente con la ejecución de dicho programa”. Precisamente este depósito lindante a la denominada Villa 20, por su  emplazamiento geográfico, está  en la zona de influencia de la cuenca Matanza-Riachuelo. Vale decir que el mantenimiento de este depósito contaminante, responsabilidad del Estado Nacional, constituye una violación de este programa de saneamiento.
                          c) Actuación n° 10.182/03 relativa a las condiciones de habitabilidad que presenta el asentamiento denominado “Villa Costanera Sur - Rodrigo Bueno”, en las que vecinos/as denuncian la existencia de un “cementerio” de automóviles emplazado a escasos metros de la Villa y en terrenos del Parque Natural y zona de la Reserva Ecológica Costanera Sur.

                El día 22 de octubre de 2008, el doctor Joaquín Bovisio, médico sanitarista integrante de la Comisión de Salud de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (APDH), presentó ante esta Defensoría del Pueblo una nota suscripta por más de cincuenta (50) vecinos residentes en la Villa Costanera Sur - Rodrigo Bueno, en la que se denunciaba que “...El pasado jueves 9 de octubre, en horas de la mañana, personal policial depositó y apiló una cantidad significativa de vehículos frente a la manzana 3...” Esta denuncia determinó la apertura de la actuación nº  6340/08 que luego de ser investigada fue acumulada a la Actuación nº  10.182/03.

                            El depósito de vehículos denunciado por los habitantes de la Villa se emplaza en la entrada de dicho asentamiento poblacional sito en Avda. España altura 1800 y a escasos metros de la Laguna de Los Patos y de los Coipos, lagunas que integran la Reserva Natural Costanera Sur, un área protegida por la legislación vigente, por su significativa contribución a la conservación de la diversidad biológica.

                              Este depósito de automotores ya había sido oportunamente relevado por esta Defensoría del Pueblo y puesto en conocimiento de las autoridades locales
.  Según informes del Gobierno de la Ciudad no obran antecedentes en el Ministerio de Ambiente y Espacio Público que autoricen la utilización del predio con esa finalidad. La explicación de dada por el Gobierno acerca de la instalación de ese depósito resulta más que insatisfactoria. Según el informe obrante a fs. 591/92 de la Actuación nº  10.182/03 de esta Defensoría del Pueblo, el Gobierno de la Ciudad tomó hace más de diez años atrás la decisión de ceder el uso de terrenos de la reserva ecológica Costanera Sur a diferentes reparticiones de la Policía Federal para contener el avance del asentamiento “Villa Costanera Sur-Rodrigo Bueno”.

                                Consultado sobre los antecedentes y la documentación que autoriza la ocupación de esa fracción de terreno y el uso al que se encuentra destinada, el funcionario informó que “...Se pudo establecer que la jefatura de esta Unidad del año 1997 planteó este problema a las autoridades de la Reserva Ecológica, cuyos directivos cedieron el espacio de referencia, y a posteriori se implantó personal policial uniformado a los fines de resguardar los vehículos que pudieran enviarse al lugar...”
 (el resaltado nos pertenece). Agrega, asimismo, que “...personal de la Reserva Ecológica, mensualmente realiza limpieza en el predio en cuestión, como asimismo, desinfecta, y desratiza...”.

                                   Numerosos estudios ilustran al respecto sobre el elevado índice de toxicidad que presentan los rodados en virtud de las sustancias peligrosas que contienen, como bifenilos policromados, fluidos como naftas, aceites de motor e hidráulicos, todos contaminantes altamente nocivos susceptibles de dañar -directa o indirectamente- a los seres vivos, el suelo, el agua o la atmósfera...”
.

                                       En ese sentido, se recomendó al entonces Secretario de Desarrollo Social del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires -autoridad de aplicación del Programa de Recuperación de Terrenos de la Reserva Ecológica Costanera Sur, creado por Decreto nº 1247/05 (B.O.C.B.A. nº 2265)- arbitre los medios necesarios -a través de la Secretaría a su cargo o de los organismos y/o reparticiones competentes- a fin de: i) gestionar la descontaminación, desguace, compactación y disposición final de todos los rodados depositados en terrenos de la Reserva Ecológica, de conformidad con la normativa vigente; ii) disponer las medidas conducentes a recomponer el daño ambiental causado; iii) realizar un informe de riesgo sanitario a efectos de determinar la posible producción de daños a la salud de la población y asegurar el adecuado tratamiento médico de la población afectada.

                                       Sin embargo, como se desarrollará más adelante, las recomendaciones efectuadas por este organismo constitucional no fueron adoptadas por la administración. En ese sentido, cabe resaltar que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no sólo no ejecutó las medidas recomendadas sino que tampoco informó las razones que estimó para no adoptarlas, no obstante lo prescribe el art. 36º, de la Ley nº 3. 

                                         El día 12 de enero de 2009, esta Defensoría del Pueblo efectuó una verificación del depósito policial, a fin de constatar si el mismo continuaba en funcionamiento, conforme fuera denunciado por los/as vecinos/as en su presentación.

                                           La verificación ocular permitió confirmar la existencia de decenas de automotores y otros vehículos apilados en un sector de la Reserva Ecológica, cercano a dos de las lagunas que integran dicho Parque Natural. El depósito se emplaza en la entrada de la Villa Costanera Sur - Rodrigo Bueno y apenas a unos metros de la línea de edificación de las viviendas (ver anexo fotográfico que forma parte integrante de la presente Resolución).

                                             Además de automotores apilados, se observó también la presencia de hierros, autopartes y chatarra en el lugar. Los vehículos se encuentran alojados en contacto directo con la tierra sin que medie construcción en altura o carpeta de cemento u otro material aislante que disminuya los riesgos de contaminación ambiental.

                                              Según el testimonio de una vecina del asentamiento “...vinieron de la Comisaría 22ª, de la Policía Federal y apilaron todos estos autos, muchos chocados, quemados, ocuparon todo el predio, y ahora el problema es que se llena de ratas, víboras, todo tipo de insectos, a la noche y los días de lluvia, sale un olor terrible de todos esos coches, y es un olor tan fuerte que hace doler la cabeza... encima nos contó la gente de la 22ª, que están por traer más vehículos de otras playas, sobre todo de la de “Huergo”...”
.
                                           Como corolario de lo expuesto, se colige de los informes elevados que actualmente se encuentran depositados en un sector de la Reserva Ecológica, lindante con la Villa Costanera Sur - Rodrigo Bueno, un total de quinientos ochenta y siete (587) vehículos afectados a causas judiciales o secuestrados por infracciones municipales. Asimismo, se colige que la utilización de este sector de la Reserva como depósito o playa policial data de más de una década y habría sido autorizada por las autoridades de la Reserva Ecológica, quienes habrían cedido esta fracción de terreno a la Policía Federal Argentina para afectarlo al uso descrito.                                            Actualmente, el Parque Natural y Zona de Reserva Ecológica Costanera Sur es un organismo fuera de nivel que depende de la Dirección General de Espacios Verdes, del Ministerio de Ambiente y Espacio Público del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.





La Reserva Ecológica Costanera Sur es un espacio verde con características únicas dentro de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Se encuentra poblado con cientos de especies de flora y fauna autóctonas de la llanura chaco-pampeana y de las orillas del Río de la Plata. El sitio es hábitat de al menos 250 especies de aves, por lo menos 9 especies de anfibios, 23 de reptiles, 10 de mamíferos y 50 de mariposas. Las variedades de flora también incluyen a 245 especies de 55 familias. Se pueden observar una gran variedad de árboles, hierbas y arbustos típicos del delta y la ribera rioplatense. Extensos pastizales de cortadera alternan con montes de aliso de río y sauces criollos, ceibos, totoras y juncos La mayoría de estas especies son altamente representativas de la diversidad biológica presente en la región
.





El emplazamiento de un depósito de automotores afectados a intervenciones judiciales, como así también vehículos abandonados en la vía pública en un sector de la Reserva tiene consecuencias directas sobre este espacio verde y, en particular, sobre su flora y fauna.

                                            Como ya se ha expresado más arriba, la peligrosidad intrínseca que presentan los automotores en estado de abandono ha sido establecida por la propia Ley nº 342 de la Ciudad de Buenos Aires, que en su art. 1º dispone que “Los vehículos automotores o sus partes que sean hallados en lugares de dominio público en estado de deterioro, inmovilidad y abandono implican un peligro para la salud o la seguridad pública o el medio ambiente...”. 
                                             En ese sentido, se sabe que al degradarse, los automotores liberan líquidos peligrosos (combustibles, lubricantes, fluidos refrigerantes, etc.) que contaminan el ambiente. Asimismo, los neumáticos, las baterías, los sistemas de aire acondicionado y otros elementos del automotor también contribuyen a la contaminación ambiental. Entre las sustancias contaminantes generadas por los rodados en estado de abandono se destacan: hidrocarburos, arsénico, cadmio, cinc, cobre, cromo, mercurio y plomo.

                                            La utilización del suelo para actividades como la descripta en la presente importa, necesariamente, la descarga de contaminantes en el ambiente; la acumulación de sustancias tóxicas y la degradación de los suelos. Estos contaminantes se dispersan fácilmente a otros medios como el agua o la atmósfera multiplicando sus efectos nocivos que tienen consecuencias directas en la flora y la fauna, induciendo la acumulación de contaminantes en la vegetación, su degradación y la reducción del número de especies. Absorbidos y acumulados por la vegetación, los contaminantes pasan a la fauna con consecuencias similares a las ya descriptas.

                                            Si bien los efectos nocivos derivados de la contaminación dependerán de las características toxicológicas de cada contaminante y de sus niveles de concentración, la enorme variedad de sustancias contaminantes susceptibles de ser generadas por un “cementerio” de automotores a lo largo de los años permiten presagiar graves consecuencias para el ambiente, el agua, la flora y la fauna de la Reserva Ecológica.





En el ámbito local la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establece en su art. 8º que “...En su carácter de corribereña del Río de la Plata y del Riachuelo, la Ciudad tiene plena jurisdicción sobre todas las formaciones insulares aledañas a sus costas, con los alcances permitidos por el Tratado del Río de la Plata. Serán consideradas como reservas naturales para preservar la flora y la fauna de sus ecosistemas. Los espacios que forman parte del contorno ribereño de la Ciudad son públicos y de libre acceso y circulación...”.





Por su parte, en su art. 27º, la Carta Magna local establece la obligación del Estado de:

1) preservar y restaurar los procesos ecológicos esenciales y los recursos naturales que son de su dominio;

2) proteger e incrementar los espacios públicos de acceso libre y gratuito, en particular de recuperar las áreas costeras y garantizar su uso común;

3) preservar e incrementar los espacios verdes, las áreas forestadas y parquizadas, parques naturales y zonas de reserva ecológica y preservar su diversidad biológica;

4) proteger, sanear y controlar la contaminación y mantenimiento de las áreas costeras del Río de la Plata y de la cuenca Matanza-Riachuelo.

                                 La Villa Costanera Sur - Rodrigo Bueno se erige en Avda. España 1800, de esta Ciudad. Allí se alojan alrededor de 500 grupos familiares (aproximadamente dos mil personas) de escasos recursos. El predio se divide en cuatro sectores no amanzanados con pasillos que permiten el acceso a las viviendas. La mayoría de las casas son de material y el nivel de consolidación de las construcciones es importante. La villa carece de infraestructura adecuada en materia de servicios públicos (electricidad, desagües cloacales y/o pluviales).

             

  Sin embargo, la problemática habitacional de estas cuatrocientas familias no se circunscribe, exclusivamente, a la falta de acceso a los servicios esenciales o a la precariedad de las viviendas. En el caso, entran en escena, los problemas ambientales derivados de la contaminación provocada por el emplazamiento de una “playa policial” para depósito de automotores ubicada a escasos metros de las viviendas que habitan los residentes de dicha villa de emergencia.



               Como se señaló más arriba los rodados en estado de abandono contienen líquidos peligrosos, pinturas con plomo así como otros componentes que, en su proceso de degradación entran en contacto con el ambiente afectándolo de un modo grave e irreversible. La incidencia de estas sustancias contaminantes sobre la salud de la población, en particular los niños, es también altamente nociva. Entre los contaminantes susceptibles de generar daños irreversibles en la salud de las personas se encuentra el plomo.



                 El plomo es un metal maleable y dúctil que se utiliza en la fabricación de baterías, plásticos, pinturas, barnices, esmaltes, etc. La exposición continuada al plomo es pasible de causar graves alteraciones digestivas, anemia, afectación del sistema nervioso, etc. En el caso de mujeres, la exposición crónica al plomo puede derivar en una mayor ocurrencia de esterilidad y de abortos espontáneos. Por su parte, en el caso de la población infantil, existe evidencia acerca de los efectos negativos que tiene el plomo en la salud de los niños, aún a concentraciones que no ocasionan ningún efecto adverso en los adultos. En ese sentido, la exposición crónica puede causar una serie de daños neurológicos en los niños como disminución del coeficiente de inteligencia; desórdenes en el comportamiento; en el aprendizaje y deficiencia en las funciones visomotoras, entre otros. Asimismo, se han advertido efectos subclínicos crónicos debidos a una exposición de bajo nivel al plomo que incluyen un desarrollo cognitivo deficiente, trastornos en la conducta, deficiencia en la agudeza auditiva, talla reducida, etc.




Al efecto, resulta pertinente traer a colación las conclusiones de diversos estudios médicos realizados a niños de una villa de emergencia que ha estado expuesta a un depósito de automotores similar al de autos durante más de una década. En el caso, se trata de la Villa 20, del Barrio de Lugano, al que ya hemos hecho referencia. 




Resulta evidente de lo expuesto, la necesidad de adoptar medidas urgentes enderezadas a resguardar la salud de la población de la Villa Costanera Sur - Rodrigo Bueno, evitando el acaecimiento de mayores daños y reparando los ya irrogados. En ese sentido, vale resaltar que las únicas intervenciones eficaces susceptibles de ser desarrolladas a fin de evitar la contaminación de la población son aquellas que se aplican para controlar los niveles de exposición de niños y adultos a estas sustancias contaminantes, lo que importa necesariamente la erradicación inmediata de la playa policial emplazada en terrenos de la Reserva Ecológica.




  Sin perjuicio de lo expuesto, se debe destacar que las consecuencias gravosas que generan los vehículos depositados en el predio citado no sólo afecta a los vecinos del Barrio Rodrigo Bueno, sino que involucra derechos esenciales de toda la población. A este respecto, es menester poner en resalto lo expresado por el doctor Jorge Bustamante Alsina, quien ha sostenido que: “Toda actividad humana individual o colectiva que ataca los elementos del patrimonio ambiental causa un daño social por afectar los llamados “intereses difusos” que son supraindividuales, pertenecen a la comunidad y no tienen por finalidad la tutela del interés de un sujeto en particular, sino de un interés general o indeterminado en cuanto a su individualidad”
. En consecuencia, todos los vecinos de la Ciudad, y en particular, los del asentamiento ven mermados algunos de sus derechos más fundamentales, los que serán expuestos a continuación.

                                 A consecuencia de lo expuesto, el 13 de marzo de 2009, la Defensoría del Pueblo de la Ciudad dicto la Resolución n° 720/09 en la que se dispuso. 

                                    “1) Exhortar al señor Jefe de la Policía Federal Argentina, Comisario General Néstor Jorge Vallecca, disponga las medidas necesarias a fin de: a) dar cabal cumplimiento a las previsiones de las Leyes nros. 26.348 y 20.785 y Resolución nº 2636/MJSDH-08 y proceder a desactivar la playa policial sita en terrenos de la Reserva Ecológica; b) gestionar la descontaminación, compactación y disposición como chatarra de los automotores, moto-vehículos y otros rodados depositados en el predio sito en Abad. España altura 1800, de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires”. 

                                    También se dispuso :  7) Poner en conocimiento de la presente resolución al señor Secretario de Seguridad Interior, doctor Héctor Masquelet, a sus efectos”.“ 8) Poner en conocimiento de la presente Resolución al señor Ministro de Justicia y Seguridad de la Nación, doctor Aníbal Domingo Fernández, a sus efectos”.



d) Actuación nº 2017/09  en la que se pone de manifiesto el riesgo ambiental que resulta de la existencia de los denominados “cementerios de vehículos automotor”. Situación constatada en las playas de depósito de vehículos “Espora” y “Alte. Brown”.

            La mencionada actuación fue iniciada de oficio frente a la falta de respuesta a las Resoluciones Nº 1410/03, 2535/03 y 720/09 ya mencionadas más arriba. De los estudios realizados se concluyó que en el caso concreto de los “cementerios de automóviles”, la administración nacional está en pleno conocimiento del riesgo ambiental y sanitario con el que convive a diario la población como la que habita en la Villa 20 y en la Villa Costanera Sur - Rodrigo Bueno, así como en otras zonas afectadas, a raíz de la permanencia de la actividad en los predios. Por ello, la responsabilidad del Estado Nacional es insoslayable frente a las consecuencias que puedan derivar de su inacción o incumplimiento a la ley.



Por ese motivo mediante la Resolución 1990/09 se dispuso::

1) Solicitar al señor Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, doctor Aníbal Domingo Fernández, tenga a bien informar:


a) acciones previstas a efectos de evitar el desarrollo de larvas del vector del dengue (Aedes Aegipty) en los elementos constitutivos de los vehículos automotores abandonados y afectados a causas judiciales, bajo custodia de la Policía Federal Argentina, depositados en el espacio público y predios destinados como depósito a tal efecto en el ejido de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires;


b) plazo previsto para la erradicación de los mencionados vehículos de los ámbitos afectados y procedimiento implementado o a implementar para la disposición de nuevos vehículos;


c) medidas previstas y plazos al efecto del proceso de remediación del daño ambiental, generado por el abandono de los vehículos en cuestión, en especial, los ubicados en el depósito lindero a la Villa 20.

             Cabe destacar que también en este caso el resultado fue el silencio gubernamental y la perduración agravada de la situación de hecho que motivo la Resolución mencionada. 


    Con posterioridad al dictado de la Resolución mencionada el Defensor del Pueblo Adjunto, Arq. Atilio Alimena junto con personal de la Defensoría, se hizo presente en el predio de Villa Soldati, delimitado por las calles Ferré, San Pedrito, J.W. Cooke, Pergamino y Avda. 27 de Febrero  que es utilizado como depósito de vehículos. Este solar, de aproximadamente 7,5 hectáreas de superficie total, se encuentra dividido en dos partes. La primera de ellas de aproximadamente 3 hectáreas de superficie es denominada “Playa Espora”. Esta se encuentra bajo jurisdicción del Gobierno de la Ciudad y almacena tanto vehículos abandonados en la vía pública como aquellos fuera de servicio pertenecientes al estado local. La superficie restante, de 4,5 hectáreas aproximadamente es la denominada “Playa Alte. Brown” y  se encuentra bajo jurisdicción de la Policía Federal Argentina. En la “Playa Almirante Brown” se pudo apreciar la existencia de dos sectores particulares. Uno, lindante con el predio de la “Playa Espora”, se utiliza para realizar tareas a cielo abierto de “compactado de vehículos”. En la áreas restantes unas catorce comisarías de la Ciudad de Buenos Aires tienen áreas asignadas para el depósito y guarda de vehículos muchos de los cuales se encuentran afectados a causas judiciales. 


       En la inspección ocular se pudo observar  que: 

1) La guarda de vehículos se efectúa con un procedimiento de apilado, que supera los cuatro o cinco metros de altura, quedando los vehículos sin ningún tipo de protección, situación ésta que combinada con la incidencia de la acción climatológica genera un proceso de degradación y escurrimiento de elementos contaminantes.

2) El depósito en cuestión no cuenta con solado, situación que permite la absorción de los líquidos contaminantes por el suelo, sin mediar ningún tipo de prevención al respecto. A esto se agrega la acumulación de “agua estancada” resultando un propicio reservorio para la proliferación de larvas de mosquitos. 

3) Se realizan tareas para desarmar y reducir los vehículos para su posterior traslado a una planta de compactación. Dicha operación está solamente prevista para los vehículos a cargo del Gobierno de la Ciudad, razón por la cual se prevé que más del 50% de los vehículos allí depositados, se mantendrán en el tiempo en las mismas condiciones ya descriptas.



IV.2. Naturaleza del peligro para el ambiente y la salud de los habitantes de la Ciudad de Buenos Aires.

                      El peligro que representan estos depósitos de vehículos ha sido descrito en las resoluciones mencionadas que se acompañan al presente. No obstante, es conveniente señalarlo en este escrito para que no quepan dudas sobre ello. 



En la contaminación ambiental y riesgo sanitario que representan cabe destacar que entre los elementos contaminantes que contienen los rodados depositados, pueden señalarse, por lo menos, el plomo,  el mercurio y el cromo. En efecto, los rodados tienen partes fundidas con dichos elementos, a su vez, son terminados con pinturas con plomo y el combustible utilizado también contiene plomo contaminante. Estas sustancias se acumulan en suelo, son arrastradas por el agua y terminan por ingresar a los organismos vivos con terribles consecuencias. 



La contaminación del suelo, dada la facilidad de transición de los mencionados contaminantes a otros medios, como el agua o la atmósfera, resulta muy peligrosa. La presencia de  contaminantes en el suelo supone la existencia de potenciales efectos nocivos para el hombre, la fauna en general y la vegetación. Estos efectos tóxicos dependerán de las características toxicológicas de cada contaminante y de la concentración del mismo. (Manual de Contaminación Ambiental. Fundación MAPFRE - ITSEMAP Ambiental -1994).



Sobre la contaminación con hidrocarburos se ha dicho que con relación a la polución de las aguas: los más destacables por su peligrosidad son los hidrocarburos aromáticos policíclicos, no presentes en pequeñísimas cantidades en el petróleo. Son cancerígenos y en particular el benzopireno en el que se ha observado un corto período de latencia. A pesar de su enorme liposolubilidad apenas se acumulan en el tejido graso, ya que pronto se metabolizan, siendo uno de sus metabolitos el agente carcinógeno. Constituyen un gran número y por ello se suele limitar su análisis a los seis más frecuentes: fluoranteno, 3,4-benzofluorantenos, 11,12-benzofluorantenos, 3,4-benzopireno, 1,12-benzopireno, indeno-1,2,3,-pireno. Los efectos de la contaminación del petróleo pueden considerarse a corto y a largo plazo. Los efectos a corto plazo se engloban en dos categorías: los causados por revestimientos y asfixias y los procedentes de la toxicidad del petróleo. 

   

Estos contaminantes producen graves enfermedades.  El plomo, que ya fue reconocido como tóxico por Hipócrates, médico griego del Siglo V a.c.  es el causante de la enfermedad profesional más frecuente en nuestro país. En la actualidad se sabe que el plomo se acumula en órganos ricos en sistema reticuloendotelial: médula ósea, bazo, hígado, en el sistema nervioso central y periférico y sobre todo en los huesos, en forma de trifosfato plúmbico insoluble, con un mecanismo idéntico al del calcio  al que desplaza. El plomo, de acuerdo con su tropismo por ciertos aparatos de la economía puede afectar  el sistema nervioso central causando trastornos neurológicos y psiquiátricos (síndrome neuropsiquiátrico); el aparato gastrointestinal (síndrome gastrointestinal) causando inapetencia, trastornos digestivos y cólicos; la sangre (síndrome hematológico) y aparato urinario (síndrome urinario). El riesgo de intoxicación por plomo (saturnismo) es máximo en las personas en contacto con el metal, pero también amenaza- en forma accidental- a los usuarios y aún a los familiares de los trabajadores que lo manipulan. 

             En la conocida “Toxicología” de los Dres. Alberto I. Calíbrese y Emilio A. Astolfi (Ed. Kapeluz, Bs.As. 1969, pág. 131)  podemos leer lo siguiente:

              “El plomo ingresa al organismo por diversas vías, especialmente la oral. Se calcula que una persona absorbe diariamente alrededor del 50% de la dosis necesaria para ocasionar síntomas perceptibles, el margen entre el plomo que ingresa al organismo y el necesario para originar a patología es, pues, muy estrecho. 1 mg diario durante quince días basta para acarrear la aparición de glóbulos rojos “punteados”. Al aumentar la cantidad de plomo, este se va depositando en los huesos y en otros puntos, como trifosfato plúmbico (en lugar de trifosfato cálcico), aumentando la contaminación, sin aparejar transitoriamente trastornos. El enfermo tiene una cantidad considerable de plomo, está contaminado, pero no intoxicado. En esta etapa fundamental para el diagnóstico preventivo de otras más graves, se llama presaturnismo”.

            “Por una absorción más abundante o por un proceso intercurrente, el plomo es rápidamente removido e ingresa al torrente circulatorio, desencadenando los síntomas típicos de la afección. El enfermo está entonces intoxicado. “Contaminación” significa tener plomo, “saturnismo”, tener los síntomas causados por ese plomo”. 



Asimismo, las baterías de automotores contienen mercurio (elemento extremadamente contaminante) y la mayor parte de los materiales contenidos son solubles en los lixiviados que se producen en vertederos urbanos, por los que pasan a éstos y pueden ocasionar la contaminación de los acuíferos, tanto superficiales como subterráneos, en el caso de que no se traten de los lixiviados para eliminarlos. El mercurio  es un metal tóxico que se deposita en todos los órganos, pero especialmente en el hígado, bazo, huesos y riñones. Se elimina por la saliva, la orina, la bilis y a través de la mucosa del colon. Las lesiones del mercurio son particularmente importantes en los sitios de absorción y excreción. Produce necrosis en la mucosa bucal, esofágica, gástrica y otras. La absorción a través de la piel produce eritemas, pápulas y pústulas. Lesiona los riñones, la mucosa del colon, el hígado causando necrosis y puede afectar también el miocardio provocando lesiones degenerativas (ver Calabrese, Alberto I. y  Astolfi, Emilio A. , op- cit. , pág. 142). 



El cromo y sus compuestos intervienen, en síntesis químicas, también en las baterías eléctricas El ácido crómico y los cromatos pueden producir intoxicaciones accidentales agudas por vía digestiva. La intoxicación con este metal lesiona el aparato gastrointestinal, los riñones y  y el hígado. En la piel aparecen dermatitis de contacto y también “úlceras de cromo”.



Sin perjuicio de lo expuesto también debemos decir que los depósitos de automóviles como los descriptos son, además, lugares en los que suelen producirse infecciones en la piel por lesiones con elementos cortantes. 



Estos lugares también son reservorios de los vectores de enfermedades. El estado de abandono y suciedad de estos sitios es tierra fértil para la proliferación de ratas e insectos transmisores de diversas dolencias. Esta circunstancia  genera la seria posibilidad de desarrollo de patologías que las autoridades deben prevenir y combatir. Cabe mencionar entre las posibles enfermedades de contacto con perros, gatos, roedores y cucarachas que proliferan en esos depósitos sin ningún tipo de control: las diarreas, particularmente en épocas de calor, hecto y endoparasitosis, leptospirosis, toxoplasmosis, hanta virus. Asimismo, las lagunas producidas por el agua de lluvia estancada, generan el riesgo de dengue por mosquito transmisor detectado por ovitrampas en la zona de los depósitos de marras. 



 La Defensoría del Pueblo de la Ciudad solicitó el 23 de abril del corriente, informes al Ministro de Salud del Gobierno de la Ciudad Autónoma sobre si la existencia de vehículos depositados por el Gobierno Nacional en las distintas playas destinadas a los efectos de su custodia por la Policía Federal Argentina generaban algún tipo de riesgo sanitario en especial en lo atinente al desarrollo del dengue. La respuesta del Ministerio de Salud fue inmediata (fs. 36 de la Actuación nº  2017/09 de la Defensoría del Pueblo) . Informó que con relación a las medidas de ordenamiento ambiental, es decir aquellas vinculadas al tratamiento físico que permite la eliminación de objetos y recipientes inservibles, se realizaron distintas acciones locales de eliminación de criaderos, entre los cuales se efectuaron gestiones para la eliminación de los automóviles en la vía pública y en el depósito oficial de la Policía Federal. En el referido informe se expresa con relación a este depósito que:

              “En este último se han detectado en reiteradas mediciones la presencia del mosquito Aedes Aegypty, por lo cual se han realizado repetidas acciones de tratamiento químico que por las características del acumulo con varias capas de vehículos superpuestos, tornan muy difícil la efectividad de las acciones”.



      En consecuencia se considera necesaria la eliminación completa del mencionado depósito dado la proximidad a un extenso barrio y el consecuente riesgo de trasmisión del dengue entre dichos vecinos”

                              V. RAZONES DE DERECHO FUNDANTES DE LA PRETENSIÓN.



        V.a) El tipo penal contemplado en el art. 55 de la ley 24.051 y la protección del derecho constitucional a la salud.



        
El art. 55 de la ley 24.051 establece que “Será reprimido con las mismas penas establecidas en el artículo 200 del Código Penal, el que, utilizando los residuos a que se refiere la presente ley, envenenare, adulterare o contaminare de un modo peligroso para la salud, el suelo, el agua, la atmósfera o el ambiente en general. 
Si el hecho fuere seguido de la muerte de alguna persona, la pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de reclusión o prisión”. 

                   La ley  24.051 establece  claramente (art. 2) que  “Será considerado peligroso, a los efectos de esta ley, todo residuo que pueda causar daño, directa o indirectamente, a seres vivos o contaminar el suelo, el agua, la atmósfera o el ambiente en general. 

                  “En particular serán considerados peligrosos los residuos indicados en el Anexo I o que posean alguna de las características enumeradas en el Anexo II de esta ley”.

                               Según el art. 14 de la ley 24051 “Será considerado generador, a los efectos de la presente, toda persona física o jurídica que, como resultado de sus actos o de cualquier proceso, operación o actividad, produzca residuos calificados como peligrosos en los términos del artículo 2° de la presente”. Agrega el referido cuerpo legal (art. 22) que “Todo generador de residuos peligrosos es responsable, en calidad de dueño de los mismos, de todo daño producido por estos, en los términos del Capítulo VII de la presente ley”



          Cabe consignar, como advertencia previa, que la ley 24.051 fue parcialmente derogada por el art. 60 de la ley 25.612. Pese a ello,  el Poder Ejecutivo Nacional, en su decreto de promulgación vetó parcialmente tanto las disposiciones penales de la ley 25.612, como también el mencionado art. 60. Por lo tanto, y al no haber insistido el Congreso Nacional con la sanción de las disposiciones observadas, en el presente están vigentes las disposiciones del art. 55 de la ley 24.051 mencionadas más arriba. 




Siguiendo las ideas de José Daniel Cesano
 , se trata de un delito de peligro concreto que tutela el bien jurídico de la salud pública. Las acciones típicas consisten en envenenar, adulterar o contaminar de un modo peligroso para la salud, determinados  objetos materiales que son a saber: el suelo, el agua, la atmósfera o el ambiente en general. Estos últimos son los elementos que el legislador entiende constitutivos del medio ambiente y que reciben afectación a través de los verbos rectores del tipo. De acuerdo con un sector importante de la doctrina, las acciones constitutivas de la figura delictiva (“envenenar”, “adulterar” y “contaminar”) serán típicas no sólo por recaer sobre las objetividades materiales mencionadas por la norma (suelo, agua, atmósfera o el ambiente en general) sino –y de manera fundamental- en tanto que a través de aquellas acciones, se ponga en peligro la salud humana (derecho, o mejor dicho bien jurídico,  agredido).  




En el caso de la presente denuncia se pudo constatar a través de las investigaciones realizadas por la Defensoría del Pueblo que los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos han contaminado de un modo peligroso para la salud el suelo, el agua y el ambiente en general de espacios ubicados en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires mediante el establecimiento de depósitos de automóviles al aire libre y sin la adopción de las medidas de precaución mínimas para evitar el resultado lesivo. Esta conducta ha sido dolosa toda vez que dichos funcionarios tienen conocimiento de los peligros que entrañan esos establecimientos y además han ignorado sistemáticamente las advertencias y recomendaciones que se les formularon.




También resulta clara la antijuricidad de la conducta desplegada por los mencionados funcionarios. No existen normas que justifiquen de ninguna manera la forma en que han procedido y proceden estas personas. Por el contrario, el análisis de la normativa sobre la materia indica que su conducta es contraria a derecho.

                      En efecto, existe la obligación por parte del Estado, fundamentada en la Constitución Nacional y los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos que gozan de jerarquía constitucional (C.N., art. 75º, inc. 22º), a partir de la reforma constitucional del año 1994, de asegurar a las personas la protección del derecho a la salud y a gozar de un ambiente sano.


                     Originalmente la Constitución Nacional de 1853/60 no mencionaba en sus disposiciones el derecho a la salud ni el de gozar de un ambiente sano. Sólo podían ser considerados como derechos implícitos acogidos en el art. 33 del mencionado cuerpo legal. No obstante, a partir de la Convención Constituyente de 1994 se produjo un cambio sustancial en lo que atañe a la protección de estos derechos de los habitantes de la República Argentina. Así la incorporación de los nuevos derechos y garantías (arts. 41 y 42 C.N.) y de una larga serie de pactos internacionales en materia de Derechos Humanos al texto  de la Ley Fundamental (art. 75 inc. 22 C.N.) determinó el reconocimiento explícito de éstos. Además, este reconocimiento vino acompañado por el trazado, por supuesto a grandes rasgos,  de un verdadero programa sanitario con rango o jerarquía constitucional del que no pueden apartarse ni el legislador ni la administración. Este programa constitucional establece con claridad como deben ser encaradas las actividades productivas,                                 protegidos los consumidores y usuarios, prevenidas y atendidas las enfermedades epidémicas y endémicas y organizados los servicios de modo tal de asegurar a las personas un trato equitativo en condiciones de igualdad. Por último, tanto el reconocimiento constitucional de los derechos del usuario y del consumidor (art. 42 C.N.) como el de los Derechos Humanos enfatizaron la dignidad de la persona humana y mediante el establecimiento de garantías para su ejercicio (art. 43 C.N.) priorizaron su consideración por encima de otros intereses o preocupaciones. 



Sin temor a equivocarnos podemos sostener que el orden jurídico argentino ha reforzado a partir de la reforma constitucional de 1994 su claro sesgo humanista y personalista. La Ley Fundamental concibe al ser humano como centro y eje de toda organización social y en consecuencia de los elementos que giran en torno de ella, uno de los cuales es el medio ambiente.




En efecto, el art. 41 establece que “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley”.

                        La referida norma constitucional también determina que:

                       “Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambiental”. 




“Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales”. 



“Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos”  



Esta norma constitucional es el resultado de un largo proceso de toma de conciencia acerca de las responsabilidades que tienen las generaciones presentes con relación a la salud, al ambiente y con las generaciones futuras. Esta disposición constitucional se inspira en un vasto conjunto de normas del Derecho Internacional que fueron precisando este derecho de tercera generación. En este sentido han tenido particular gravitación la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano (Estocolmo, 1972), la Carta Mundial de la Naturaleza aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su trigésimo séptimo período de sesiones (1982) como norma ética con respecto a la protección del Medio Humano y a la conservación de los recursos naturales y la Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo del 14 de junio de 1992 aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. En la redacción de la norma constitucional se advierte claramente la influencia de estos instrumentos internacionales que son los que permiten fijar el sentido y los alcances de sus disposiciones. 




Precisamente una de las cuestiones que más preocupa a la comunidad internacional en materia de protección del ambiente es lo relativo a la manera en que cada país maneja y dispone de sus desechos. La Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano (Principios 6 y 7), la Carta Mundial de la Naturaleza (arts. 11 y 12) y la Declaración de Rio de Janeiro sobre el Medio Ambiente (Principios 13 y 14) contienen claras recomendaciones al respecto. La comunidad internacional no se quedó en meras declaraciones sino que además fue elaborando una serie de tratados internacionales tendientes a dar virtualidad a esos principios.  Esto se advierte claramente de la lectura de los tratados internacionales ratificados por nuestro país y que en virtud de lo dispuesto por los arts. 31 y 75 inc. 22 de la Ley Fundamental deben ser considerados como parte de la ley suprema de la Nación con jerarquía superior a las leyes.  




En este sentido resultan de particular interés para la cuestión que nos ocupa el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, suscripto en la ciudad de Basilea (Confederación Suiza), ratificado por la ley 23.922 y el Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes, adoptado en Estocolmo, Reino de Suecia, el 22 de mayo de 2001, ratificado por la ley 26.011.




El Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación determina (art.2) que “1. Por "desechos" se entiende las sustancias u objetos a cuya eliminación se procede, se propone proceder o se está obligado a proceder en virtud de lo dispuesto en la legislación nacional” y establece como obligación general de los Estados Partes (art. 4), entre otras cosas, que

 2. Cada Parte tomará las medidas apropiadas para:

a) Reducir al mínimo la generación de desechos peligrosos y otros desechos en ella, teniendo en cuenta los aspectos sociales, tecnológicos y económicos;

b) Establecer instalaciones adecuadas de eliminación para el manejo ambientalmente racional de los desechos peligrosos y otros desechos, cualquiera que sea el lugar donde se efectúa su eliminación que, en la medida de lo posible, estará situado dentro de ella; 

c) Velar porque las personas que participen en el manejo de los desechos peligrosos y otros desechos dentro de ella adopten las medidas necesarias para impedir que ese manejo dé lugar a una contaminación y en caso de que se produzca ésta, para reducir al mínimo sus consecuencias sobre la salud humana y el medio ambiente;



El  Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes reconoce expresamente  que los contaminantes orgánicos persistentes tienen propiedades tóxicas, son resistentes a la degradación, se bioacumulan y son transportados por el aire, el agua y las especies migratorias a través de las fronteras internacionales y depositados lejos del lugar de su liberación, acumulándose en ecosistemas terrestres y acuáticos y demuestra que la comunidad internacional es conciente de los problemas de salud, especialmente en los países en desarrollo, resultantes de la exposición local a los contaminantes orgánicos persistentes, en especial los efectos en las mujeres y, a través de ellas, en las futuras generaciones. A este fin establece claramente cuáles son las medidas que deben adoptar los Estados Partes para reducir o eliminar las liberaciones derivadas de la producción no intencional (art. 5)  y para reducir o eliminar las liberaciones derivadas de existencias y desechos (art.6). 


                  La conducta de los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos no se ajusta en absoluto a estas normas. En efecto, los automóviles depositados en los lugares mencionados más arriba son técnicamente desechos si nos ajustamos a los términos del art. 2 inc. 1 del Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación toda vez que de conformidad con las disposiciones de la ley 26.348 y el Decreto nº 993/2008 y de la ley ley 20.785 corresponde su eliminación en el caso de no ser susceptibles de devolución o aprovechamiento. A su vez el manejo de esos elementos que contienen sustancias que son contaminantes orgánicos persistentes debe ajustarse a los términos del Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes (arts. 5 y 6). 




En el caso concreto de autos vemos que en vez de tratar de reducir la cantidad de desechos que contienen sustancias que son contaminantes orgánicos persistentes se ha llevado a cabo una política irresponsable que tuvo por finalidad o por resultado su acumulación en áreas urbanas densamente pobladas. Queremos destacar que en materia de delitos ecológicos tanto la jurisprudencia como la doctrina europea han sostenido que los atentados contra el medio ambiente se producen por actos u omisiones repetidos que son conceptuados doctrinalmente como delitos de acumulación. En efecto, la verdadera razón que determina su criminalización se basa en la idea de acumulación, y ésta parte del planteamiento de que la sucesión de acciones individuales, que aunque aisladamente consideradas no amenazan gravemente el medio ambiente y por tanto no serían merecedoras de una sanción penal, producidas en gran número, generan como consecuencia un perjuicio grave para la calidad del ambiente
  .



           Esta situación, además, se ha mantenido y agravado en el tiempo a pesar de que el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos tiene en sus manos todos los instrumentos jurídicos como para hacer frente a una situación que representa una molestia y un peligro real para la salud y el ambiente de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.    



            Cabe destacar que la legislación nacional en materia ambiental no es esencialmente diferente, ni está en contradicción con las normas internacionales. Es más de la atenta lectura de las leyes 24.051 y 25.675, que tienen por finalidad evidente cumplir con las mandas del art. 41 de la Ley Fundamental y con las exigencias de los convenios internacionales mencionados más arriba, surge sin lugar a dudas la responsabilidad de los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos en el menoscabo a los derechos a la salud y al ambiente sano de los habitantes de la Ciudad de Buenos Aires por el funcionamiento de los referidos depósitos de automóviles.    




Esta conducta de acumulación de residuos peligrosos sin adoptar precauciones para evitar la contaminación ambiental es susceptible de ser considerada dañosa. En efecto, La ley 25.675 denominada “Ley General del Ambiente” establece en el art. 27  que “Se define el daño ambiental como toda alteración relevante que modifique negativamente el ambiente, sus recursos, el equilibrio de los ecosistemas, o los bienes o valores colectivos”. 




Pero, además, el funcionamiento de estos depósitos se realiza en abierta vulneración de las disposiciones que en materia de protección del ambiente ha dictado el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Y, esta no es una cuestión menor ni mucho menos. Nadie discute que el Poder Ejecutivo Nacional está facultado para administrar establecimientos de utilidad pública en el territorio de la Ciudad Autónoma de la Ciudad de Buenos Aires. En este sentido el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos puede efectivamente tener depósitos de vehículos. Sin embargo, debe ajustarse en el funcionamiento de esos depósitos a las disposiciones de la ley nacional y local. Esto surge claramente de dos disposiciones constitucionales. La primera de ella, la que está contenida en el art. 41 C.N. establece que en materia de ambiente “Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales”. Vale decir que la Nación no es la única facultada para legislar en materia de ambiente ya que las jurisdicciones locales pueden establecer normas complementarias que contengan mayores exigencias que los presupuestos mínimos establecidos por las leyes federales. Esto es lógico por cuanto los gobiernos locales, que tienen el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio (art. 124 C.N.) y que conocen mejor cuáles son las necesidades de los ecosistemas donde vive su población, tienen derecho a establecer regulaciones específicas más rigurosas. En esas condiciones, los establecimientos de utilidad pública pertenecientes al Gobierno Nacional deben ajustarse en su funcionamiento a esas disposiciones específicas en materia de ambiente emanadas de los gobiernos locales. 

                    Refuerza esta interpretación, la consideración de la otra norma constitucional a que se aludió más arriba: el art. 75 inc. 30 de la Ley Fundamental.



El  art. 75 inc. 30  C.N. establece que le corresponde al Congreso Nacional dictar la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República y que las autoridades provinciales y municipales conservarán los poderes de policía e imposición sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines. Este texto sustituyó al anterior inc. 27 de ex art. 67 C.N. El actual art. 75 inc.30 de la Ley Fundamental dispone que el Congreso ya no ejerce la “legislación exclusiva” sino sólo la “necesaria” con relación a esos establecimientos. Es decir que los lugares que el estado nacional adquiere para los fines establecidos en la norma que nos ocupa, no quedan federalizados sino sólo sujetos a la legislación del Congreso, necesaria  en orden a los fines específicos de éstos. La norma constitucional, por otro lado, establece la concurrencia de facultades de la Nación y de las provincias y de los municipios, sobre las materias y con los alcances allí determinados. Esto implica que le corresponde a las provincias y a los municipios verificar si en los establecimientos de utilidad nacional se cumplen las disposiciones locales en materia de protección del ambiente. El Gobierno Nacional no puede valerse de sus facultades legislativas sobre los establecimientos de utilidad pública para perjudicar el ambiente haciendo caso omiso de la legislación local  sin vulnerar las disposiciones de los arts. 41, 124 y 75 inc. 30 de la C.N.



  La Ciudad de Buenos Aires tiene un Gobierno Autónomo con facultades de legislación y jurisdicción (art. 129 C.N.) y expresa competencia para promover el progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la educación, la ciencia, el conocimiento y la cultura (art. 125 C.N.). El progreso económico, el desarrollo humano solamente pueden válidamente promoverse en el marco de la protección del derecho de los habitantes de la Ciudad a gozar de un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras. Los habitantes de la Ciudad tienen el deber de preservar el ambiente y las autoridades de la Ciudad deben proveer a la protección de ese derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. Estos derechos y deberes contemplados en el art. 41 C.N. tienen una relación inextricable con las facultades legislativas previstas en el art. 125 C.N., de otra manera la Ciudad de Buenos Aires se convertiría en una suerte de ínsula sin ligazón con los valores comunes de la República.  Va de suyo que si la Ciudad de Buenos Aires tiene facultades legislativas para promover el progreso económico, el desarrollo humano y la cultura, también las tiene para reglar la protección de su ambiente. También va de suyo, que más allá de la disputa acerca de sí la Ciudad Autónoma de Buenos Aires debe equipararse a una provincia o considerarse como un municipio sui generis integrante de la Confederación Argentina, lo cierto es que en cualquiera de ambas hipótesis tiene las facultades previstas en el art. 75 inc. 30 C.N. 



La Ciudad Autónoma de Buenos Aires al momento de dictar su Constitución tuvo muy en cuenta las disposiciones del art. 41 de la Constitución Nacional y los tratados internacionales en materia de protección del ambiente. En este sentido la Ciudad tiene tres disposiciones que resultan de fundamental importancia con relación al tema que nos atañe:

· Artículo Nº 26 
El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho a gozar de un ambiente sano, así como el deber de preservarlo y defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.

Toda actividad que suponga en forma actual o inminente un daño al ambiente debe cesar. El daño ambiental conlleva prioritariamente la obligación de recomponer.

La Ciudad es territorio no nuclear. Se prohíbe la producción de energía nucleoeléctrica y el ingreso, la elaboración, el transporte y la tenencia de sustancias y residuos radiactivos. Se regula por reglamentación especial y con control de autoridad competente, la gestión de las que sean requeridas para usos biomedicinales, industriales o de investigación civil.

Toda persona tiene derecho, a su solo pedido, a recibir libremente información sobre el impacto que causan o pueden causar sobre el ambiente actividades públicas o privadas. 

· Artículo Nº 27 
La Ciudad desarrolla en forma indelegable una política de planeamiento y gestión del ambiente urbano integrada a las políticas de desarrollo económico, social y cultural, que contemple su inserción en el área metropolitana. Instrumenta un proceso de ordenamiento territorial y ambiental participativo y permanente que promueve: 

  

1. La preservación y restauración de los procesos ecológicos esenciales y de los recursos naturales que son de su dominio. 

2. La preservación y restauración del patrimonio natural, urbanístico, arquitectónico y de la calidad visual y sonora.

3. La protección e incremento de los espacios públicos de acceso libre y gratuito, en particular la recuperación de las áreas costeras, y garantiza su uso común.

4. La preservación e incremento de los espacios verdes, las áreas forestadas y parquizadas, parques naturales y zonas de reserva ecológica, y la preservación de su diversidad biológica. 

5. La protección de la fauna urbana y el respeto por su vida: controla su salubridad, evita la crueldad y controla su reproducción con métodos éticos. 

6. La protección, saneamiento, control de la contaminación y mantenimiento de las áreas costeras del Río de la Plata y de la cuenca Matanza-Riachuelo, de las subcuencas hídricas y de los acuíferos. 

7. La regulación de los usos del suelo, la localización de las actividades y las condiciones de habitabilidad y seguridad de todo espacio urbano, público y privado. 

8. La provisión de los equipamientos comunitarios y de las infraestructuras de servicios según criterios de equidad social. 

9. La seguridad vial y peatonal, la calidad atmosférica y la eficiencia energética en el tránsito y el transporte. 

10. La regulación de la producción y el manejo de tecnologías, métodos, sustancias, residuos y desechos, que comporten riesgos. 

11. El uso racional de materiales y energía en el desarrollo del hábitat. 

12. Minimizar volúmenes y peligrosidad en la generación, transporte, tratamiento, recuperación y disposición de residuos. 

13. Un desarrollo productivo compatible con la calidad ambiental, el uso de tecnologías no contaminantes y la disminución en la generación de residuos industriales. 

14. La educación ambiental en todas las modalidades y niveles.
· Artículo Nº 30 
Establece la obligatoriedad de la evaluación previa del impacto ambiental de todo emprendimiento público o privado susceptible de relevante efecto y su discusión en audiencia pública.


Conforme a estos principios la Ciudad ha dictado su Plan Urbano Ambiental (ley 2930), la Ley de Información Ambiental (ley 303), la Ley de Impacto Ambiental (ley 123), la Ley de Residuos Peligrosos de la Ciudad de Buenos Aires (ley 2214) y la Ley de Vehículos Abandonados en la Vía Pública (ley 342). 


El conjunto de esta normativa queda desvirtuado por el modo de actuar de los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos que no consideran la planificación ambiental de la Ciudad, ni sus áreas protegidas como la Reserva Ecológica, ni realizan estudios de impacto o riesgo ambiental en lo que concierne a la ocupación de predios ubicados en la Ciudad para depósito de vehículos, ni se sujetan a procedimientos tendientes a preservar el suelo y el agua de la Ciudad para preservarlos de la contaminación de los desechos que tiene en depósito. Tampoco tienen claramente previsto cuando ha de cesar, si es que eso entra en sus planes, el funcionamiento de esos depósitos y los mecanismos de recomposición del daño ambiental.  Se trata, en síntesis, de una actividad que se lleva a cabo al margen de las normas que protegen el ambiente. 


Debemos señalar, por último que en punto a la responsabilidad penal de los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos tampoco pueden caber dudas doctrinales. El canon standard de reprochabilidad es el señalado por Mezger: la valoración paralela en la esfera del profano o rol de la persona común como expresara Jakobs. El sujeto debe conocer el significado global, valorativo de sentido del elemento normativo y no sólo sus presupuestos fácticos, pero tal como el mismo es accesible al nivel de profanidad a que pertenezca el sujeto. Las violaciones a la ley de desechos peligrosos (24.051) y la falta de respeto a los derechos a la salud y al ambiente sano son tan burdas que eximen de mayor comentario, Pero, además, aquí no estamos en presencia de profanos sino de funcionarios encargados de la aplicación de la ley y de la protección de la seguridad y los Derechos Humanos.  Por eso no hay dudas, a nuestro juicio, de que estos funcionarios son plenamente conscientes de la reprochabilidad de las acciones que están cometiendo. Los denunciados conocen perfectamente la trascendencia  sanitaria y ecológica de las materias que están bajo su jurisdicción en lo que hace a los depósitos de automóviles y no obstante, pasando por encima de las exigencias de la Constitución, de las leyes y del deber de preservar la salud y el ambiente, autorizaron y llevaron a cabo acciones que dañaron y destruyeron un amplio espacio urbano que va ser costoso recuperar. Es evidente que actuaron a sabiendas, es decir con dolo y a conciencia de la injusticia y la ilegalidad de sus decisiones. Como se ha señalado por la doctrina, el conocimiento de la antijuricidad del acto se mide en función de la especial naturaleza de la realidad sobre la que se actúa. En este caso es perfectamente factible que los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos conozcan la realidad externa de los mencionados depósitos, sobre la que además habían sido advertidos institucionalmente por esta Defensoría del Pueblo, sobre la que estaban, deliberadamente, actuando.



V,b) El tipo contemplado en el art. 205 del C.P. y la protección del derecho a la salud.

           El art. 205 del C.P. dispone que:  “Será reprimido con prisión de seis meses a dos años, el que violare las medidas adoptadas por las autoridades competentes, para impedir la introducción o propagación de una epidemia”. Se trata de un delito de peligro abstracto que tutela el bien jurídico de la salud pública. El legislador adoptó aquí la técnica de la llamadas leyes penales en blanco toda vez que  la acción típica consistente en “violar las medidas adoptadas por las autoridades competentes, para impedir la introducción o propagación de una epidemia”  obliga a que el intérprete acuda a la normativa extra penal para completar la descripción de la conducta. En este sentido cabe destacar que la norma penal se remite a la administrativa solamente para completar el tipo respecto a una circunstancia, que los actos se realicen contraviniendo las medidas adoptadas para evitar la propagación de una epidemia. Más allá de los clásicos cuestionamientos doctrinales a esta técnica legislativa, lo cierto es que las bondades de esta fórmula son ampliamente reconocidos por la doctrina que advierte que se vive en una sociedad de riesgo como dijera Ulrich Beck, en la que se requiere la flexibilidad y la posibilidad de acomodarse a las necesidades reales de un tema en constante actualización. En este aspecto se requieren normas redactadas a partir de baremos de orden administrativo.

                  Cabe señalar, empero, que en materia de lucha contra la epidemia de dengue corresponde la aplicación de la  Resolución 988/2005 del Ministerio de Salud y Medio Ambiente que dispone incorporar al ordenamiento jurídico nacional la Resolución Nº 17/2005 del Grupo Mercado Común "Normas de Vigilancia Epidemiológica, Diagnóstico de Laboratorio, Medidas de Control y Esquemas Terapéuticos de Enfermedades Priorizadas entre los Estados Parte del Mercosur". Precisamente el art. 3 de esa normativa establece la obligación de las autoridades de tomar medidas de control comunitario consistentes en eliminar potenciales sitios comunitarios y domiciliarios de cría del mosquito y la eliminación de criaderos de mosquitos mediante la destrucción, inversión de recipientes, aplicación de larvicidas (tratamiento focal); eliminación de adultos mediante la fumigación (tratamiento espacial). Estas medidas son sistemáticamente violadas o de imposible cumplimiento por la presencia de los depósitos de automóviles en las condiciones que existen hoy en la Ciudad de Buenos Aires.



Respecto de la antijuricidad de la conducta de los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos corresponde señalar que la adopción de medidas  de protección para la salud pública son de carácter obligatorio para los gobiernos en función de específicas mandas constitucionales y de Derechos Humanos.



Basta la lectura de los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos con jerarquía constitucional para advertir los alcances que tiene este derecho en el orden jurídico argentino.


Así:


La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece en el art. IX: " Derecho a la Preservación de la salud y al bienestar] Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad".


La Declaración Universal de Derechos Humanos determina que (art. 25): " 1. - Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

"2. - La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social".


El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece en el art. 12:


"1. - Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.


"2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:


a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños;


b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente;


c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas.


d) La creación en condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad".


La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial determina en el art. 5 que: "En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el art. 2 de la Presente convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color u origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes:... e) los derechos económicos, sociales y culturales, en particular, ...IV) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad social y los servicios sociales.


La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer establece en el art. 12:


"1. Los Estados partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar discriminación contra la mujer en  la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia".


"2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párr. 1 supra, los Estados partes garantizarán a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia."


La Convención sobre los Derechos del Niño determina en el art. 24:


"1.- Los Estados partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios.


2. Los Estados partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez.

b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud.

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente.

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres.

e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres  los niños, conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de estos conocimientos.

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la educación y servicios en materia de planificación de la familia.

3. Los Estados partes se comprometen a promover y alentar la cooperación internacional con miras a lograr progresivamente la plena realización del derecho reconocido en el presente artículo. A este respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo. 

                   En el referido contexto normativo constitucional la decisión de enfrentar una epidemia no es un acto gracioso de los gobernantes sino una obligación para con su pueblo establecida por la comunidad mundial y la Constitución Nacional. En este sentido, los individuos tienen el derecho de exigir a los gobernantes el cumplimiento efectivo de estas obligaciones y de denunciar internacionalmente a los que son renuentes a hacerlo. Más allá de los circunstanciales intereses de algunos de que los recursos necesarios para llevar adelante una campaña de lucha contra una epidemia se deriven hacia otras finalidades, se impone la protección de un derecho Humano fundamental. El dengue amenaza la vida y la salud humanas. La obligación de proteger estos bienes jurídicos va mucho más allá de la prohibición de dar muerte o lesionar de manera intencionada o arbitraria.  El derecho a la vida y a la salud entraña especialmente la obligación de los gobiernos, sin importar cuál sea su  signo político partidista,  de adoptar todas las medidas apropiadas para proteger las vidas humanas y su bienestar. 


           Lo expuesto precedentemente vale también para la prevención y el tratamiento de las intoxicaciones producto de la contaminación del ambiente y de las actividades profesionales y laborales.  



Cabe destacar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo  in re  “Asociación Benghalensis y otros c. Estado nacional”  fallada en 2000/06/01 la siguiente doctrina:

“9. Que esta Corte desde sus inicios entendió que el Estado Nacional está obligado a "proteger la salud pública" (Fallos: 31:273) pues el derecho a la salud está comprendido dentro del derecho a la vida que es "el primer derecho natural de la persona humana preexistente a toda legislación positiva que, obviamente, resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional." (Fallos: 302:1284; 310:112 -La Ley, 1981- A 401; 1987B, 311). Así entendió que en el Preámbulo de la Constitución Nacional "ya se encuentran expresiones referidas al bienestar general, objetivo preeminente en el que, por cierto, ha de computarse con prioridad indiscutible, la preservación de la salud" (Fallos: 278:313, consid. 15)”.

“10. Que, a partir de la reforma constitucional de 1994, el derecho a la salud se encuentra expresamente reconocido con jerarquía constitucional en el art. 75 inc. 22. En este sentido, el art. XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece que toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad. El art. 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos dispone que toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la asistencia médica y los servicios sociales necesarios. El art. 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales estableció que entre las medidas que los estados partes deberían adoptar a fin de asegurar la plena efectividad del derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, deberían figurar la prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas (inc. c) y la creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad”.

“11. Que, en un reciente pronunciamiento, este tribunal condenó a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a suministrar a una menor el servicio de internación en terapia intensiva -por un período superior al contemplado en el contrato de adhesión suscripto con el servicio de medicina prepaga- en un nosocomio público. Juzgó aplicable el art. 20 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que garantiza el derecho a la salud integral y que establece que el gasto público en salud es una inversión social prioritaria (Fallos: 321:1684).

En tales condiciones, se infiere que la protección del derecho a la salud, según esta Corte, es una obligación impostergable del Estado Nacional de inversión prioritaria”. 

                     En sentido similar la Corte Suprema de Justicia de la Nación se pronunció el 11 de julio de 2006 en los autos  “FLOREANCIG Andrea Cristina y Otro por sí y en representación de su hijo menor H. L. E. C/ ESTADO NACIONAL S/ Amparo” haciendo suyos los argumentos del señor Procurador General de la Nación que se transcriben a continuación.

“Respecto de la viabilidad de la acción elegida en el sub lite, resulta oportuno mencionar que el amparo es el procedimiento judicial más simple y breve para tutelar real y verdaderamente los derechos consagrados en la Ley Fundamental. En este sentido, la Corte ha dicho reiteradamente que tiene por objeto una efectiva protección de derechos (Fallos: 321:2823) y ha explicitado la imprescindible necesidad de ejercer esa vía excepcional para la salvaguarda del derecho fundamental de la vida y de la salud (Fallos: 325:292 y sus citas)”. “En efecto, en el último precedente citado, la Corte ha dicho que "[...] el derecho a la vida es el primer derecho natural de la persona humana preexistente a toda legislación positiva que resulta garantizado por la Constitución Nacional (Fallos: 302:1284; 310:112; 323:1339)." Asimismo, ha entendido que la vida de los individuos y su protección -en especial el derecho a la salud- constituyen un bien fundamental en sí mismo, que, a su vez, resulta imprescindible para el ejercicio de la autonomía personal. El derecho a la vida, más que un derecho no enumerado en los términos del Artículo 33 de la Ley Fundamental, es un derecho implícito, ya que el ejercicio de los derechos reconocidos expresamente requiere necesariamente de él y, a su vez, el derecho a la salud -especialmente cuando se trata de enfermedades graves- está íntimamente relacionado con el primero y con el principio de autonomía personal, toda vez que un individuo gravemente enfermo no está en condiciones de optar libremente por su propio plan de vida. A mayor abundamiento, sostuvo también que el derecho a la salud, desde el punto de vista normativo, está reconocido en los tratados internacionales con rango constitucional (Artículo 75, inc. 22) entre ellos, el Artículo 12 inc. c del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; inc. 1 Artículos 4 y 5 de la Convención sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- e inc. 1 del Artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, extensivo no solo a la salud individual sino también a la salud colectiva (cfr.Fallos:323:1339)”.




Por último y en cuanto a la reprochabilidad de la conducta de los funcionarios de la Policía Federal Argentina y del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos caben las mismas consideraciones expresadas en el acápite anterior.




VI. PRUEBA

1) Documental: Copia de la Ley 3 de la Ciudad, copia de la Resolución N| 668/09-LCABA y de las Actuaciones 8020/02, 2109/02, 10182/03, 5935/05, 5937/05, 539/08,  y 2017/09  de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad.

2)  Informativa : Se libre oficio: a los señores Ministros de Salud de la Nación y del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a fin de que informe acerca del riesgo sanitario que existe con relación a los citados depósitos especificando: a) las patologías o enfermedades susceptibles de ser asociadas a la posible contaminación ambiental, b) el número estimativo de afectados,  c) las estrategias adecuadas de abordaje y tratamiento de la población afectada , d) de las acciones previstas a efectos de evitar el desarrollo de larvas del vector del dengue (Aedes Aegipty) en los elementos constitutivos de los vehículos abandonados y afectados a causas judiciales, bajo custodia de la Policía Federal Argentina, depositados en los predios mencionados;  al señor Ministro de Ambiente y Espacio Público de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; y las constancias de la causa caratulada “Asesoría Tutelar Justicia Contencioso Administrativo y Tributario c/ G.C.B.A.” (Expte nº 12.975/5) del registro de la Sec. nº 25 Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad nº 13  solicitando que se requieran por oficio al mencionado tribunal “ad effectum videndi et probandi”.

3) Pericial:  Se solicite al INTI y a la CONEA realicen pericias de su especialidad a fin de poder determinar el grado de toxicidad existente en los predios investigados, tanto en suelo, como aire y el grado de peligrosidad respecto a las personas circundantes, como así si tipifican los efectos determinados dentro de las prescripciones de la ley 24.051.

4) Inspección ocular: Se constituya V.S. en los predios sitos en la calle Manuel J.  Samperio altura 1000 entre General Hornos y Herrera; en Avda. General Francisco Fernández de la Cruz 2655,:en Avda. España altura 1800, predio ubicado en la Reserva Ecológica de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los fines de constatar la existencia de los referidos depósitos y el estado de las mencionadas fincas.

  VII. MEDIDA CAUTELAR URGENTE: 

                     De acreditar V.S. los extremos invocados respecto a la contaminación ambiental, con riesgo para la salud arbitre las medidas necesarias para hacer cesar el origen del foco contaminante y se adopten las medidas para evitar la repetición de los hechos denunciados.


         Con respecto a la eliminación de las larvas del mosquito Aedes Aegypti, vector del virus del dengue, solicito también se arbitren medidas de carácter urgente a los fines de remover los vehículos existentes en las playas de referencia y cumplir con las medidas sanitarias del caso. 

VIII. PETITORIO



Que por lo expuesto solicitamos:

1) Nos tenga por presentados en el carácter invocado, y con el domicilio constituido;

2) Se de a la presente el trámite del proceso contemplado en los arts. 196 y concordantes del C.P.P.N.

3) Se le reciba oportunamente declaración indagatoria a los funcionarios involucrados en la presente denuncia y se decrete auto de mérito en su contra.

4) Se tenga presente la prueba ofrecida.

5) Se faculta a nuestro  letrado patrocinante Dr Mario Fernando Ganora y/o a los Dres. Susana Ayala y Eduardo Guarna a consultar el expediente, retirar documentación y cualquier otro trámite.



PROVEER DE CONFORMIDAD








SERA JUSTICIA.  

� � HYPERLINK "http://www.ambiente.gov.ar/?aplicacion=noticias&idarticulo=6748&idseccion=12" ��http://www.ambiente.gov.ar/?aplicacion=noticias&idarticulo=6748&idseccion=12�


� Resoluciones nros. 1948/00, 2336/06, 0575/07, 1768/07 y 0990/08.


� El estudio fue ordenado por el titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario nº 2, del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el marco de una medida autosatisfactiva promovida por el doctor Gustavo Daniel Moreno, a cargo de la Asesoría Tutelar nº 1, de dicho fuero.


� Actuación nº 539/08, fs. 28/43.


� Según el Center for Disease Control (EEUU) se consideran valores referenciales aceptables en niños hasta 10 ug/dl.


� La falta de respuesta adecuada a las recomendaciones efectuadas por este organismo constitucional, así como el incumplimiento de la Ley nº 2724 motivaron a esta Defensoría del Pueblo a constituirse como parte interesada en el juicio iniciado por la Asesoría Tutelar nº 1, del fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires contra el Ejecutivo local. En el marco de dicha acción, el titular del Juzgado nº 2 ordenó al Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI) la realización de un estudio de suelo a fin de establecer los niveles de contaminación existentes en el predio. Este estudio se encuentra demorado en virtud de diversas presentaciones efectuadas por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.


� Resolución nº 3922/05, de fecha 30 de noviembre de 2005.


� Actuación nº 10182/03, fs. 198.


� Considerandos de la Resolución nº 3922/05.


� Actuación nº 6340/08, fs. 7.


� � HYPERLINK "http://www.buenosaires.gov.ar/areas/med_ambiente/reserva" ��www.buenosaires.gov.ar/areas/med_ambiente/reserva�
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